SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 068
RADICACIÓN:    660013187003201800031-01
ACCIONANTE: HÉCTOR ENRIQUE SALAZAR TORO
REVOCA Y NIEGA POR HECHO SUPERADO

                                            El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia –

Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 660013187003201800031-01
Accionante: 


HÉCTOR ENRIQUE SALAZAR TORO
Accionado:
 COLPENSIONES

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:

DERECHO DE PETICIÓN / CORRECCIÓN HISTORIA LABORAL / HUBO RESPUESTA POSTERIOR A TRÁMITE TUTELA / HECHO SUPERADO / NIEGA 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del plazo legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión.
(…)

En efecto, desde la fecha en que se presentó dicha petición y aquella en que se interpuso la acción constitucional -mayo 29 de 2018-  había transcurrido algo más de cinco meses sin que por parte de COLPENSIONES se le hubiere dado respuesta alguna, lo que por su puesto lo habilitaba para acudir ante el juez de tutela para lograr la protección del derecho quebrantado, como así ocurrió, por cuanto la entidad accionada guardó absoluto silencio durante el trámite constitucional, y en consecuencia no le quedaba alternativa diferente a la de proteger el derecho fundamental que se avizoraba como afectado.
La Corte Constitucional, ha considerado que el hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional.

Y en este caso se evidencia que COLPENSIONES dio respuesta a lo pedido por el actor, y si bien ello no satisfizo sus pretensiones, le explicó las situaciones pertinentes.
                         REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                           PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                                  RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Pereira, treinta (30) de julio de dos mil dieciocho (2018)

         Acta de Aprobación No. 628




                Hora: 2:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por el señor HÉCTOR ENRIQUE SALAZAR TORO.
2.- DEMANDA 

Informa el señor SALAZAR TORO que en diciembre 19 de 2017 presentó solicitud de corrección de historia laboral a COLPENSIONES, y no obstante que han transcurrido más de cinco meses, no se le ha dado respuesta alguna, con lo cual se vulnera su derecho fundamental de petición, por lo cual pide su protección.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

El juzgado admitió la acción constitucional y dispuso correr traslado de la misma a COLPENSIONES, guardándose absoluto silencio, por lo cual el despacho mediante providencia de junio 13 de 2018 amparó el derecho fundamental reclamado, y en consecuencia le ordenó a la entidad accionada que  dentro de los dos días siguientes respondiera la solicitud elevada por el señor HÉCTOR ENRIQUE SALAZAR.

Con posterioridad a la emisión del fallo, el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, se pronuncia para solicitar  que se declare la carencia actual del objeto por hecho superado, toda vez que dicho fondo respondió la petición elevada por el accionante.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES  pide se declare la carencia actual del objeto, por cuanto mediante oficio 2018_6840382 de junio 14 de 3018 se le respondió lo pedido por el actor, lo cual le fue remitido a su dirección de notificaciones en la ciudad de Manizales, y por ende se archive la actuación.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Tercero de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto tuteló el amparo  reclamado por el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide el recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De la información allegada a este asunto se observa que el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por COLPENSIONES, al no habérsele respondido lo pedido mediante solicitud de diciembre 19 de 2017, por medio del cual exigía se procediera a la corrección de su historia laboral.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del plazo legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En efecto, desde la fecha en que se presentó dicha petición y aquella en que se interpuso la acción constitucional -mayo 29 de 2018-  había transcurrido algo más de cinco meses sin que por parte de COLPENSIONES se le hubiere dado respuesta alguna, lo que por su puesto lo habilitaba para acudir ante el juez de tutela para lograr la protección del derecho quebrantado, como así ocurrió, por cuanto la entidad accionada guardó absoluto silencio durante el trámite constitucional, y en consecuencia no le quedaba alternativa diferente a la de proteger el derecho fundamental que se avizoraba como afectado.
Ahora bien, con posterioridad a haberse definido el asunto, por parte del Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, informó al a quo que por oficio  N° BZ-2018_6840382 de junio 14 de 2018, se respondió lo pedido por el actor, donde le comunica que ya realizó la correspondiente  validación de su historia laboral, y le explica lo pertinente a los tiempos cuya corrección reclamaba, donde se le informa que lo correspondiente a los períodos 03-2008 y 09-2011 tan solo le fue acreditado un día cotizado, así como una novedad de retiro en cada uno de ellos, y al verificar la base de datos de COLPENSIONES, no se observa registro de pagos ni afiliación para los ciclos 07-1975 a 03-1976 con el empleador GRUPO GASES DE CALDAS. 
La Corte Constitucional, ha considerado que el hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional
.

Y en este caso se evidencia que COLPENSIONES dio respuesta a lo pedido por el actor, y si bien ello no satisfizo sus pretensiones, le explicó las situaciones pertinentes. En ese orden de ideas, se revocará la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición del que es titular el señor HÉCTOR ENRIQUE SALAZAR TORO, y en consecuencia se negará la protección exigida al configurarse la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), y en consecuencia se NIEGA el amparo reclamado por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 

� Ver Sentencia T-330 de 2017.
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